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Señora
JUEZ NOVENA CIVIL DEL CIRCUITO
E.S.D.

RECURSO DE REPOSICIÓN O RECONSIDERACIÓN AUTO DE FECHA 23 DE
MARZO 2023
PROCESO VERBAL DECLARATIVO 
DEMANDANTE: CI THB SAS
DEMANDADO: SWISS TERMINAL BARRANQUILLA SAS
RADICADO 08001315300920210030200

Respetada Señora Juez, 

En mi condición de apoderado de la parte actora en el atestado de la referencia por
este y estando dentro del término legal ofrecido para ello anuncio que presento
Recurso de Reposición contra el auto de fecha 23 de marzo año 2023 emanado
dentro del proceso de la referencia, notificado mediante estado electrónico de fecha
marzo 24 del 2023.

En anexo encontrará en archivo pdf:

Escrito contentivo del recurso junto con sus anexos anunciados en el mismo
Copia de sentencia aludida 

De la Señora Juez, atentamente;

EDGARDO A. MARTÍNEZ PUMAREJO
Abogado
C.C. 72.130.219
T.P. 59.697
Celular 3227161288
Correo electrónico edmarpu@gmail.com 
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Barranquilla, noviembre nueve (9) de dos mil veintidós (2022) 
 

Radicado :080014189008 – 2022 – 00916 – 00  
Proceso :ACCION DE TUTELA  
Accionante :IRLENE HORTENCIA ANILLO CATALAN 
Accionado :PIZANO S.A. en Liquidación  
 

I. ASUNTO POR DECIDIR 
 
Procede el Juzgado a proferir sentencia dentro de la acción de tutela promovida por la ciudadana 
IRLENE HORTENCIA ANILLO CATALAN, en contra de la entidad PIZANO S.A. en 
Liquidación, al estimar vulnerados sus derechos fundamentales de VIDA DIGNA, SALUD Y 
MINIMO VITAL, consagrados en la Constitución Política de Colombia.   
  

II. ANTECEDENTES 
 

• Hechos relevantes 
 
Narra la accionante que es pensionada de la empresa PIZANO S.A. en Liquidación y que desde el 
mes de noviembre de 2020 no le han cancelado las mesadas pensionales y sus aportes de salud. 
Arguye que su ingreso pensional es el único medio económico con el que cuenta para pagar sus 
gastos y todas sus obligaciones financieras. Además, señala que en razón a su edad no tiene 
posibilidades de obtener un empleo.  
 

III. PRETENSIONES 
 
Pretende la accionante, que mediante esta acción constitucional se le amparen los derechos 
fundamentales a la VIDA DIGNA, SALUD Y MINIMO VITAL, al considerar que estos están 
siendo vulnerados, toda vez que la entidad accionada PIZANO S.A. en Liquidación, no ha 
realizado el pago de las mesadas pensionales adeudadas desde el mes de noviembre de 2020 y los 
aportes al sistema de seguridad social en salud.  
 

IV. ACTUACIÓN PROCESAL 
 

El Juzgado, mediante providencia de 24 de octubre de 2022, admitió para su trámite la presente 
acción constitucional, y posteriormente en auto de fecha 1 de noviembre se ordenó vincular a la 
SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES, para lo cual se dispuso notificar a las partes, 
ordenándole a la entidad accionada y vinculada para que se pronunciaran acerca de los hechos y 
pretensiones que fueron narrados por el accionante en el libelo de la demanda, para efectos de  
que ejercieran su derecho a la defensa. 
 

V. INFORME DE LA ENTIDAD ACCIONADA Y VINCULADA 
 

➢ PIZANO S.A. EN LIQUIDACIÓN 
 
Una vez notificada la entidad accionada, en este caso PIZANO S.A. en Liquidación, rinde informe 
a través del señor RODRIGO DE JESÚS TAMAYO CIFUENTES quien actúa en calidad de 
LIQUIDADOR, dentro del proceso de liquidación judicial que se adelanta ante la 
Superintendencia de Sociedades, el cual fue recibido a través del correo electrónico institucional 
de este despacho, el día 3 de noviembre de 2022 en el cual manifiesta lo siguiente:  
 
Efectivamente se decretó la apertura del proceso de Liquidación Judicial de la sociedad Pizano 
S.A. proceso de liquidación judicial adelantado por la Superintendencia de Sociedades en su 
calidad de Juez del concurso, mediante Auto 2018-01-050485 de 13 de febrero de 2018. 
 
De otra parte, señala que la razón del no pago de las acreencias de la señora accionante, no 
corresponden al capricho del Liquidador, por el contrario, obedece a la regulación que la misma 
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Ley 1116 de 2006, actual Régimen de Reorganización Empresarial, realiza sobre los procesos de 
liquidación judicial, el cual no se desarrolla de manera fortuita, por el contrario, el mismo es 
producto de una extensa regulación expedida por el Legislador, y contenida en la Ley 1116 de 
2006.  
 
Informan que la acreencia de la señora IRLENE HORTENSIA ANILLO CATALÁN se encuentra 
graduada y calificada dentro de la graduación y calificación de créditos que la Superintendencia 
de Sociedades aprobó. Es decir, dentro del proceso de liquidación judicial de la sociedad 
PIZANO S.A., se reconoció a la señora IRLENE HORTENSIA ANILLO CATALÁN como 
acreedora de dicha sociedad. Es decir, nunca se ha puesto en tela de juicio la existencia de una 
acreencia a favor de la accionante. 
 
Por otra parte, señala que, pese a que la señora IRLENE HORTENSIA ANILLO CATALÁN se 
encuentra reconocida como acreedora de la sociedad PIZANO S.A. dentro de la graduación y 
calificación de créditos aprobada por la Superintendencia de Sociedades, el pago de la acreencia 
de la accionante no se puede realizar en cualquier momento procesal, por el contrario se debe 
atender a la regulación que realiza la Ley 1116 de 2006, y atender a la etapa procesal en la que se 
realizaran dichos pagos. 
 
Por lo antes dicho, dentro del proceso de liquidación judicial en que se encuentra la sociedad 
PIZANO S.A. se adelantaba la etapa correspondiente a venta o enajenación de activos (con los 
cuales se buscaba obtener liquidez con el pago de las acreencias), no obstante, esta etapa terminó 
sin éxito el 22 de agosto de 2022. Por lo anterior, y de conformidad con la regulación que al 
respecto dispone la Ley 1116 de 2006, en caso de no lograrse la venta de los activos de la sociedad 
concursada, corresponde al Liquidador presentar un Proyecto de Adjudicación en el que se 
relacionan todas las acreencias que posea la sociedad deudora y los porcentajes a adjudicar sobre 
los activos de la sociedad a fin de atender el pago de las mismas atendiendo a la prelación legal de 
créditos que establece la Ley, dentro de los cuales los pagos por pasivos pensiones gozan de una 
preferencia respecto de los demás créditos. 
 
En este orden de ideas, el liquidador en ejercicio de sus funciones, y en vista de no haberse 
logrado la venta de los activos que posee la sociedad PIZANO S.A., el día 14 de septiembre de 
2022 presentó ante la Superintendencia de Sociedades, Proyecto de Adjudicación de bienes de la 
sociedad PIZANO S.A. EN LIQUIDACIÓN JUDICIAL, ello mediante radicado 2022-02-018071 
del 14 de septiembre de 2022. 
 
Advierte que este proceso de liquidación judicial, al igual que en todos los demás, existen 
acreencias que la sociedad concursada no ha pagado, justamente por eso se encuentra en 
liquidación judicial, y que estas acreencias serán atendidas en el orden de prelación de créditos 
que establece la Ley. Lo anterior no comporta que los procesos de liquidación judicial sean 
vulneratorios a derechos fundamentales, si ese fuera el caso, la Ley 1116 de 2006 fuere 
inconstitucional al atentar contra normas constitucionales. 
 
Narra además, que se debe resaltar que los pasivos pensionales gozan de una preferencia especial 
sobre los demás acreedores, en ese sentido, una vez sea aprobado el proyecto de adjudicación por 
parte del Juez del Concurso Superintendencia de Sociedades, la acreencia en favor de la señora 
IRLENE HORTENSIA ANILLO CATALÁN será cancelada con la adjudicación de los activos de 
la sociedad de forma preferencial con relación a las demás clases de acreedores, máxime cuando 
su acreencia es la de mayor valor dentro de los pasivos pensionales. 
 
De otra parte informa que teniendo en cuenta que la acreencia en favor de la señora IRLENE 
HORTENSIA ANILLO CATALÁN se encuentra graduada y calificada, que dado el carácter de su 
acreencia, esta goza de una especial preferencia sobre las demás clases de acreedores, que en 
virtud de la REAL INEXISTENCIA de recursos líquidos, aunado a que de conformidad con la Ley 
1116 de 2006 se establecen las condiciones específicas en que se pagan las acreencias y en 
consecuencia prohíbe que se realicen actuaciones que contravengan dichas condiciones.  
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Ahora bien, el liquidador de PIZANO S.A. en ejercicio de sus funciones y en vista de no haberse 
logrado la venta de los activos que posee esta sociedad, el día 14 de septiembre de 2022 presentó 
ante la Superintendencia de Sociedades, Proyecto de Adjudicación de bienes de la sociedad 
PIZANO S.A. EN LIQUIDACIÓN JUDICIAL, ello mediante radicado 2022-02-018071 del 14 de 
septiembre de 2022. En efecto, señala que la Superintendencia de Sociedades debe dar 
aprobación de dicho proyecto en las próximas semanas, así las cosas, se adjudicarían los activos 
de la sociedad PIZANO S.A. EN LIQUIDACIÓN en favor de la señora IRLENE HORTENSIA 
ANILLO CATALÁN y con ello cancelar la acreencia en favor de esta última. 
 
Seguidamente informa que dentro del proceso de liquidación judicial en que se encuentra la 
sociedad PIZANO S.A. se adelantó la etapa correspondiente a venta o enajenación de activos, la 
cual terminó sin éxito el 22 de agosto de 2022. Por lo anterior, y de conformidad con la regulación 
que al respecto dispone la Ley 1116 de 2006, en caso de no lograrse la venta de los activos de la 
sociedad concursada, corresponde al Liquidador presentar un Proyecto de Adjudicación en el que 
se relacionan todas las acreencias que posea la sociedad deudora y los porcentajes a adjudicar 
sobre los activos de la sociedad a fin de atender el pago de las mismas atendiendo a la prelación 
legal de créditos que establece la Ley, dentro de los cuales los pagos por pasivos pensiones gozan 
de una preferencia respecto de los demás créditos. 
 
Pues bien, es de resaltar que dentro del Proyecto de Adjudicación presentado a la 
Superintendencia de Sociedades por parte del Liquidador el día 14 de septiembre de 2022, se 
encuentra incluida la acreencia de la señora IRLENE HORTENSIA ANILLO CATALÁN por 
concepto de pasivo pensional. 
 

 
 
Manifiesta que es sumamente relevante informar a esta judicatura, que la inexistencia de activos 
líquidos no obedece a un mero capricho de este liquidador, pues como se podrá evidenciar, 
dentro del proyecto de adjudicación no existe efectivo con el que se pueda dar pago de 
acreencias, de allí que en primer momento se intentará la venta de los activos de la sociedad 
PIZANO S.A. EN LIQUIDACIÓN.  

 
 
Señala que en virtud de a que la sociedad PIZANO S.A. EN LIQUIDACIÓN JUDICIAL no se 
encuentra en funcionamiento desde hace un tiempo considerable, la única forma de obtener 
verdaderamente liquidez, sería a través de la venta de los activos que conforman el patrimonio de 
la sociedad en liquidación judicial etapa esta que ya se encuentra vencida atendiendo al término 
de dos meses otorgados por la Superintendencia de Sociedades y la Ley 1116 de 2006, y en la cual 
se reitera, NO se logró la venta de los mismos, por lo cual, en atención a las órdenes de la 
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Superintendencia de Sociedades y el Régimen concursal Ley 1116 de 2006, corresponde realizar 
los Proyectos de Adjudicación de los bienes de la sociedad PIZANO S.A. EN LIQUIDACION a 
los acreedores de esta. 
 
Informa, además, que es importante aclarar que los bienes que se le adjudicarán a la señora 
IRLENE HORTENSIA ANILLO CATALÁN se hará para atender las acreencias por conceptos 
pensionales, pues aquellas acreencias causadas por concepto de aportes al sistema general de 
seguridad social en salud serán canceladas directamente a favor de las entidades 
correspondientes. 
 
Manifiestan que debe tener en cuenta el Despacho, que si por el hecho de estar dando 
cumplimiento a las normas establecidas en la Ley 1116 de 2006, actual régimen de insolvencia, que 
goza de carácter especialísimo y que regula lo ateniente al Proceso de Liquidación; se encuentra 
la sociedad PIZANO S.A. EN LIQUIDACIÓN vulnerando derechos fundamentales, 
IMPLICARÍA NECESARIAMENTE QUE LA LEY 1116 DE 2006 GOZA DE UN CARÁCTER DE 
INCONSTITUCIONAL. 
 
Finalmente solicitan no tutelar los derechos fundamentales invocados por la accionante, ello en 
atención a que no ha existido vulneración alguna a los mismos.  
 

➢ SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES 
 
Una vez notificada la entidad vinculada, en este caso SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES, 
rinde informe presentado por el Superintendente Delegado de Procedimientos de Insolvencia, el 
cual fue recibido a través del correo electrónico institucional de este despacho, el día 3 de 
noviembre de 2022 en el cual manifiesta lo siguiente:  
 
Que Pizano S.A adelanta un proceso de Liquidación Judicial, que inició mediante auto 2018-01-
050485 de 13 de febrero de 2018. Que, en efecto, el proceso de Liquidación Judicial se encuentra 
previsto en la Ley 1116 de 2006. El artículo 1 de dicha norma, establece que, el proceso de 
Liquidación Judicial persigue la liquidación pronta y ordenada, buscando el aprovechamiento del 
patrimonio del deudor. 
 
Así las cosas, dado que se trata de un proceso de carácter judicial, las acreencias adeudadas con 
anterioridad al inicio del proceso de insolvencia quedan sujetas a las reglas del proceso concursal, 
en virtud del principio de universalidad, y las posteriores, se considerarán gastos de 
administración, de acuerdo con al artículo 71 de la Ley 1116 de 2006. 
 
De otra parte, señala que, en efecto, con radicado 2022-02-018071 del 14 de septiembre de 2022 el 
liquidador presentó el proyecto de adjudicación de la sociedad PIZANO S.A. En Liquidación 
Judicial, el cual está actualmente en estudio por parte de ese Despacho, con el fin de proceder con 
lo dispuesto en el artículo 58 y siguientes de la ley 1116 de 2006.  Le asiste en principio razón al 
administrador acerca de la inexistencia de activos líquidos de propiedad de la sociedad 
concursada, por lo tanto, el pago a los acreedores deberá realizarse de la forma establecida en el 
numeral 5º del artículo 58 de la ley 1116 de 2006, sin embargo, tal situación está siendo verificada 
por este Despacho. 
 
De otro lado señala la entidad vinculada que no se ha evidenciado como por acción u omisión, 
este juez del concurso, dentro de la actuación judicial que adelanta a la sociedad Pizano S.A. En 
Liquidación Judicial ha vulnerado los derechos fundamentales de la actora. 
 

En el caso que nos ocupa, esta entidad no co-administra, ni posee funciones de representación 
legal respecto de las sociedades que están incursas en algún trámite judicial, por lo tanto, su 
actividad en el ejercicio de funciones jurisdiccionales se circunscribe a lo establecido en el 
artículo 230 de la Constitución Política de Colombia en concordancia con lo dispuesto en la ley 
1116 de 2006 y demás normas que resulten aplicables a los procedimientos de insolvencia. 
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Así las cosas, este Despacho no ha vulnerado los derechos fundamentales cuya protección 
reclama el accionante, ni por acción ni por omisión en el desarrollo de las facultades 
jurisdiccionales que le corresponden como Juez del Concurso. 
 
Finalmente solicita negar la acción de tutela o declarar su improcedencia respecto de la 
Superintendencia de Sociedades, ya que ésta Entidad no ha vulnerado ningún derecho 
fundamental del accionante. 
 

VI. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO 
 

➢ De la Acción de Tutela: 
 
El artículo 86 de la Constitución Política de 1991 estableció que toda persona tiene acción de 
tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento 
preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, 
cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de 
cualquier autoridad pública, o contra particular frente al cual se encuentre en condiciones de 
subordinación. Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de 
defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable.  
 
La acción de tutela en consecuencia es viable, cuando quiera que un derecho fundamental 
constitucional se encuentre bajo amenaza o vulneración, situación que deberá ser demostrada o 
probada, por quien reclama su protección. 
 

➢ COMPETENCIA 
 

De conformidad con lo previsto en el artículo 2º y 86 de la Constitución Política en 
consonancia con los artículos 37° y subsiguientes del Decreto 2591 de 1991: Artículo 1º 
numeral 1º inciso 3º del Decreto 1382 de 2000; artículo 2.2.3.1.2.1 numeral 1º secc ión 2ª 
capitulo 1º titulo 3º del Decreto 1069 de 2015 modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 
de 2017: “ (…) Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o 
entidad pública del orden departamental, distrital o munic ipal y contra particulares serán repartidas 
para su conocimiento, en primera instancia, a los Jueces Municipales (…)”  El Juzgado tiene 
competencia para conocer y fallar el presente asunto. 

 
• PROBLEMA JURÍDICO. 
 

Corresponde a este Juzgado determinar mediante esta acción constitucional, si la entidad 
accionada PIZANO S.A. En Liquidación ha vulnerado o no los derechos fundamentales de VIDA 
DIGNA, SALUD Y MINIMO VITAL alegados por la accionante, al no realizar el pago de las 
mesadas pensionales y sus aportes a la seguridad social desde el mes de noviembre de 2020.  
 

➢ MARCO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL. 
 
PAGO OPORTUNO DE LAS MESADAS PENSIONALES Y LA PROCEDENCIA 
EXCEPCIONAL DE LA TUTELA PARA EL PAGO DE ACREENCIAS LABORALES. 
REITERACIÓN DE JURISPRUDENCIA 
 
Para obtención del pago de las mesadas pensionales, la regla general es que se haga a través 
de un proceso ejecutivo laboral, teniendo como fundamento probatorio del derecho pensional 
(i) la declaración mediante sentencia judicial o (ii) el reconocimiento mediante acto 
administrativo. Por lo tanto, es excepcional la procedencia de la acción de tutela con el fin de 
proteger el mínimo vital del pensionado.  
 

mailto:j08prpcbquilla@cendoj.ramajudidial.gov.co
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-008-de-pequenas-causas-y-competencia-multiple-de-barranquilla


 
Consejo Superior de la Judicatura 

               Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
            Juzgado Diecisiete Civil Municipal de Oralidad de Barranquilla  

Convertido Transitoriamente en Juzgado Octavo 8° de Pequeñas Causas y  
Competencia Múltiple de Barranquilla  

 Acuerdo PCSJA19-11256 

 

 

Palacio de Justicia, Calle 40 No. 44-80 Piso 6 Edificio Centro Cívico  
Email: j08prpcbquilla@cendoj.ramajudidial.gov.co  
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-008-de-pequenas-causas-y-competencia-multiple-de-barranquilla 
Barranquilla – Atlántico. Colombia                                                                                                                                                                      CLRC 

La vulneración al derecho fundamental al mínimo vital del pensionado y su familia, es 
presumible si existe una cesación prolongada en el pago de las mesadas pensionales y así lo 
ha establecido la jurisprudencia de esta Corporación,  “en estos casos la carga de la prueba se 
invierte, correspondiéndole a la entidad encargada de pagar esta prestación desvirtuar dicha presunción”;  
factores como la dependencia económica del actor y su familia de la pensión, la edad del 
pensionado se deben examinar para comprobar la procedencia de la acción de tutela, en estos 
casos.   
 
Sobre este tópico la jurisprudencia de la Corporación ha señalado que: 
 

“la valoración del mínimo vital del pensionado no es una calificación objetiva, sino que depende de las 
situaciones concretas del Sentencias T-011 de 1998, MP: José Gregorio Hernández accionante. Por 
consiguiente, el concepto de mínimo vital no se identifica con el monto de las sumas adeudadas o con 
“una valoración numérica de las necesidades biológicas mínimas por satisfacer para subsistir, sino 
con la apreciación material del valor de su tr abajo.” 
  

Cuando se requiera evitar un perjuicio irremediable, la acción de tutela es procedente, aunque 
exista otro medio de defensa ordinario, idóneo y eficaz. La doctrina constitucional ha dispuesto, 
que previa ponderación del juez, ello ocurre cuando se dan las siguientes circunstancias:  
 
  

“(i)             Se trata de una persona de la tercera edad, considerada sujeto de especial protección. 
  (ii)             El estado de salud del solicitante y su familia. 
  (iii)           Las condiciones económicas del peticionario. 

(iv)           La falta de pago de la prestación o su disminución, genera un alto grado de afectación de los 
derechos fundamentales, en particular del derecho al mínimo vital. 
(v)          El afectado ha desplegado cierta actividad administrativa y judicial, tendiente a obtener la 

protección de sus derechos, y 
(vi)         El interesado acredita, siquiera sumariamente, las razones por las cuales el medio judicial 
ordinario es ineficaz para lograr la protección inmediata de los derechos fundamentales presuntamente 
afectados. 

  
Respecto con la avanzada edad del peticionario(a), sobre todo si sobrepasa el índice de promedio de vida en 
Colombia (71 años), la Corte ha dispuesto que el mecanismo ordinario resulta ineficaz si es probable que la 
persona no exista para el momento en el que se adopte un fallo definitivo tomando en cuenta el tiempo considerable 
que demora un proceso de esta índole y la edad del actor(a). (Subraya fuera del texto). 

  
Igualmente,  esta Corporación ha sostenido de manera reiterada que, en ciertos casos, cuando la 
conducta desplegada por las entidades responsables del reconocimiento de derechos pensionales, 
resulta evidentemente arbitraria e infundada al punto de que se configura una vía de hecho 
administrativa, el mecanismo de amparo resulta procedente aun cuando no se demuestre la 
afectación del mínimo vital, toda vez que en estos casos la procedencia de la acción de tutela se 
fundamenta, en primer lugar, en la necesidad de proteger al ciudadano de determinaciones 
abiertamente contrarias al ordenamiento constitucional y, en segundo término, en la protección 
de los derechos al debido proceso, igualdad, y el principio de dignidad humana de los afectados”. 
 
FINALIDAD Y PRINCIPIOS QUE RIGEN EN EL RÉGIMEN DE INSOLVENCIA. 
REITERACIÓN DE JURISPRUDENCIA 
 
Al abordar el análisis del  proceso de liquidación judicial, se deben tener en cuenta su finalidad y 
principios rectores de manera que las actuaciones administrativas y judiciales estén orientadas 
debidamente a la mantener las garantías, el equilibrio y la igualdad de los participantes, es decir, 
el trámite de un proceso de liquidación conlleva el conocimiento objetivo de los hechos 
generadores de la medida, pero resaltando la responsabilidad de la empresa  frente a los derechos 
de los trabajadores y acreedores, por lo que las decisiones que se tomen deben ser coherentes con 
el cumplimiento de la finalidad del régimen de insolvencia, evitando la vulneración de derechos 
fundamentales.  
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“Después de una larga y compleja evolución, los procesos concursales tienen como 
finalidad conciliar los intereses de los deudores, los acreedores y la sociedad en su 
conjunto, en el evento de insolvencia del deudor, con la finalidad de proteger el crédito, 
bien sea mediante fórmulas de recuperación del deudor, que le permitan pagar 
ordenadamente, o a través de la liquidación de su patrimonio”1. 

 
La ley 1116 de 2006 regula el Régimen de Insolvencia Empresarial, que en términos 
generales corresponde a una estrategia –legítima- de intervención del Estado en la 
economía, diseñada con varios objetivos: velar por la protección del crédito, recuperar y 
conservar la empresa como unidad de explotación económica y fuente de empleo, 
normalizar las relaciones comerciales y, de ser necesario, asegurar la liquidación pronta y 
ordenada protegiendo la buena fe en las relaciones comerciales y sancionando conductas 
contrarias a ella. Es así como el artículo 1º dispone: 
 

“ARTÍCULO 1o. FINALIDAD DEL RÉGIMEN DE INSOLVENCIA. El régimen 
judicial de insolvencia regulado en la presente ley, tiene por objeto la 
protección del crédito y la recuperación y conservación de la empresa como 
unidad de explotación económica y fuente generadora de empleo, a través de 
los procesos de reorganización y de liquidación judicial, siempre bajo el criterio 
de agregación de valor. 
 
El proceso de reorganización pretende a través de un acuerdo, preservar 
empresas viables y normalizar sus relaciones comerciales y crediticias, 
mediante su reestructuración operacional, administrativa, de activos o pasivos. 
 
El proceso de liquidación judicial persigue la liquidación pronta y ordenada, 
buscando el aprovechamiento del patrimonio del deudor. 
 
El régimen de insolvencia, además, propicia y protege la buena fe en las 
relaciones comerciales y patrimoniales en general y sanciona las conductas que 
le sean contrarias”. (…) 
 

El cumplimiento de los objetivos allí trazados se materializa a través de dos vías, no 
necesariamente concurrentes: (i) la reorganización empresarial y (ii) la liquidación judicial. La 
primera se dirige a la preservación de empresas viables, mediante la estabilización de las 
relaciones comerciales y crediticias; por su parte, la liquidación busca esencialmente aprovechar 
el patrimonio del deudor para atender equitativamente las obligaciones de los acreedores cuando 
la empresa se ve avocada {sic} a su extinción2. (Subraya fuera del texto original). 
 

El régimen de insolvencia se inspira en los principios de universalidad, igualdad, 
eficiencia, información, negociabilidad, reciprocidad y gobernabilidad económica3. En 
virtud de la universalidad, debe concurrir al proceso la totalidad del patrimonio del 
deudor (dimensión objetiva) y de los acreedores (dimensión subjetiva), porque de otro 
modo difícilmente podría tenerse claridad acerca de la situación real de una empresa y de 
las posibilidades de éxito ante un eventual proceso de reestructuración.  

 
1 Corte Constitucional, Sentencia C-699 de 2007.  La Corte declaró exequibles las normas de la ley 1116 de 2006 que excluyen del régimen de 
insolvencia allí regulado a las personas naturales que no tienen la calidad de comerciantes.  
2 “Cfr., Corte Constitucional, Sentencia C-071 de 2010. La Corte declaró exequible el numeral 5° del artículo 50 de la Ley 1116 de 2006, que ordena la terminación de los 

contratos laborales como consecuencia de la iniciación del proceso de liquidación judicial”.  
 
3 “ARTÍCULO 4o. PRINCIPIOS DEL RÉGIMEN DE INSOLVENCIA. El régimen de insolvencia está orientado por los siguientes principios: 1. Universalidad: La totalidad de los 
bienes del deudor y todos sus acreedores quedan vinculados al proceso de insolvencia a partir de su iniciac ión. // 2. Igualdad: Tratamiento equitativo a todos los 
acreedores que concurran al proceso de insolvencia, sin perjuicio de la aplicación de las reglas sobre prelación de créditos y preferencias. // 3. Eficiencia: 
Aprovechamiento de los recursos existentes y la mejor administración de los mismos, basados en la información disponible. // 4. Información: En virtud del cual, 
deudor y acreedores deben proporcionar la información de manera oportuna, transparente y comparable, permitiendo el acceso a ella en cualquier oportunidad del 
proceso. // 5. Negociabilidad: Las actuaciones en el curso del proceso deben propiciar entre los interesados la negociación no litigiosa, proactiva, informada y de buena 
fe, en relación con las deudas y bienes del deudor. // 6. Reciprocidad: Reconocimiento, colaboración y coordinación mutua con las autoridades extranjeras, en los 
casos de insolvencia transfronteriza. // 7. Gobernabilidad económica: Obtener a través del proceso de insolvencia, una dirección gerencial definida, para el manejo y 
destinación de los activos, con miras a lograr propósitos de pago y de reactivación empresarial”.  
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Este principio guarda estrecha relación con el de igualdad, según el cual ha de procurarse 
un tratamiento equitativo a los acreedores (par conditio creditorum), sin perjuicio de la 
prelación de créditos prevista en la ley. (…)’.4 
 

IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA  
  
la Corte Constitucional en su sentencia T – 022 de 2017 estableció:   
  
“3.3.1. La jurisprudencia constitucional ha señalado, de manera reiterada y uniforme, que la acción de tutela es un 
instrumento de defensa judicial dotado de un carácter subsidiario y residual, en virtud del cual, es posible, a través 
de un procedimiento preferente y sumario, obtener el amparo inmediato de los derechos constitucionales 
fundamentales cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las 
autoridades públicas o de los particulares en los casos expresamente previstos por el legislador.   
  
3.3.2. El carácter subsidiario y residual, significa entonces que solo es procedente supletivamente, es decir, cuando 
no existan otros medios de defensa a los que se pueda acudir, o cuando existiendo estos, se promueva para precaver 
la ocurrencia de un perjuicio irremediable. A este respecto, el artículo 86 de la Constitución Política señala 
expresamente que “esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, 
salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.  
  
3.3.3. Bajo esa orientación, se entiende que “la acción de tutela, en términos generales, no puede ser utilizada como 
un medio judicial alternativo, adicional o complementario de los establecidos por la ley para la defensa de los 
derechos, pues con ella no se busca reemplazar los procesos ordinarios o especiales y, menos aún, desconocer los 
mecanismos dispuestos dentro de estos procesos para controvertir las decisiones que se adopten”.  
  
3.3.4. Así las cosas, los conflictos jurídicos en los que se alegue la vulneración de derechos fundamentales, en 
principio, deben ser resueltos a través de los distintos medios ordinarios de defensa previstos en la ley para estos 
efectos, y solo ante la ausencia de dichos mecanismos o cuando los mismos no resulten idóneos o eficaces para 
evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable es procedente acudir, de manera directa, a la acción de tutela”.   

 
VII. CASO CONCRETO 

 
En el presente caso, la accionante, la ciudadana IRLENE HORTENCIA ANILLO CATALAN, 
presento acción de tutela en contra de la entidad PIZANO S.A. en Liquidación, con el fin de que 
se le amparen sus derechos fundamentales a la VIDA DIGNA, SALUD Y MINIMO VITAL, por 
la presunta vulneración de dicha entidad al suspenderle el pago de las mesadas pensionales 
desde el mes de noviembre de 2020 y el pago de su seguridad social desde la misma fecha.   
 
Pues bien, se observa que dentro del estudio aquí realizado, la problemática del presente asunto 
se desborda por la situación de hecho informada por el Liquidador de PIZANO S.A. en 
Liquidación, la cual fue ratificada por la Superintendencia de Sociedades quien actúa como juez 
del proceso liquidatorio, y que, además, consta en la documentación allegada al expediente en 
revisión, consistente en que actualmente en la empresa no existe dinero en efectivo disponible 
para realizar ningún tipo de pago, por consiguiente, una eventual gestión de la actora mediante 
algunas de las alternativas jurídicas, resultaría al parecer ineficaz frente a la vulneración de los 
derechos que hoy reclama en sede de tutela. 
 
Ahora veamos, la actora cuenta con 60 años de edad, recibe pensión de sobrevivientes, depende 
económicamente de sus mesadas pensionales, supuestos facticos que evidencian una clara 
relevancia constitucional, puesto que se trata de la situación de una persona que ostenta como 
ella lo señala una pensión de sobrevivientes, por ser beneficiaria de un pensionado que merece 
una protección especial debido a las circunstancias que la colocan en una posición de debilidad 

 
4 Sala Plena. Corte Constitucional. Sentencia C-527 de 2013. Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 74 (parcial) de la ley 1116 de 2006,  “por la cual se 
establece el Régimen de Insolvencia Empresarial en la República de Colombia y se dictan otras disposiciones”. 
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manifiesta, que se agrava por ser una persona de la tercera edad; además, ponderadas las 
condiciones específicas del caso, la accionante se encuentra, como se dijo anteriormente, frente al 
trámite de un proceso de liquidación judicial de la empresa que tiene a cargo el pago de su 
pensión, que a la fecha, se ha extendido y complejizado, lo que ha implicado la prolongación de 
sus circunstancias desfavorables que impiden el pleno y cabal disfrute de sus derechos.  
En razón de a que la accionante es una persona de la tercera edad, es evidente la imposibilidad en 
que se halla la actora para trabajar, por lo que la ausencia de otros recursos para ella  convierten a 
la mesada pensional en la única garantía de una subsistencia digna. Factores que denotan la 
urgente necesidad de protección a sus derechos fundamentales. 
 
Como se dijo, la situación expuesta se desarrolla en el contexto de un proceso de liquidación 
judicial que inició el 13 de febrero de 2018 ante la Superintendencia de Sociedades y de acuerdo 
con las normas establecidas en la Ley 1116 de 2006.   
 
La parte actora acudió a la solicitud de amparo a fin de reclamar el pago de sus mesadas 
pensionales. La cuantía de la deuda por el no pago de las mesadas pensionales asciende, según el 
informe presentado por el Liquidador, a la suma de $1.580.321.632 millones de pesos. 
 
Igualmente, consta en el informe presentado por parte del Liquidador de la empresa,  que dentro 
de los meses siguientes a la audiencia de RESOLUCIÓN DE OBJECIONES FRENTE AL 
INVENTARIO VALORADO DE BIENES DE LA CONCURSADA numerada 400-001004 
celebrada el día 22 de  junio de 2022 en la que se estableció como avalúo valido para el lote la 
suma de $36.364.294.000 y a su vez manifestó el Despacho que el proyecto de adjudicación 
presentado mediante radicado 2022-01-072069 del 17 de febrero de 2022 no sería tenido en 
cuenta precisamente por la variación sustancial del valor del avalúo del bien inmueble 
identificado con FMI 040-284098. 
 
Así mimo, se determinó la aprobación del inventario y del avalúo de las maquinarias y equipos en 
a saber: Camioneta Chevrolet Captiva Placas RDL 890 Modelo 2010 Color Gris Trueno avaluado 
por $18.958.400 millones de pesos y Camioneta Kia Carnaval de Placas QHQ292 modelo 2008 
Color Plata con un avaluó de $16.320.000 por parte de la Superintendencia de Sociedades, 
intentaron la venta de estos activos.  De otra parte, informo el Liquidador que a partir del 22 de 
junio se inició la venta de estos bienes, ofreciéndolos a entidades financieras, sociedad portuaria, 
empresas constructoras etc., sin lograr concretar ningún negocio.   
 
Para el lote argumentaron que no era el momento para invertir por los cambios políticos y las 
reformas que se están estudiando.  Con relación a la casa la mejor oferta recibida fue de 470 
millones por su ubicación, antigüedad, deterioro y falta de zonas comunes.  Igual con los 
vehículos lo más que ofrecieron fueron 12 millones por ambos porque están desvalijados y en un 
parqueadero desde 2018, no se sabe el estado mecánico de ellos.   
 
En conclusión, no se ha logrado concretar ningún negocio de venta de estos activos.  En estas 
condiciones informa que acudió al artículo 6 del decreto 772 buscando un contrato de Fiducia 
para el lote, pero a las entidades que se le ofreció no les intereso ni siquiera bajo el concepto de 
Fiducia de parqueo.  No obstante, manifiesta que aún está buscando una alternativa de venta o de 
constitución de la fiducia.   
 
De otra parte, señala que para el día 31 de agosto se llevó a cabo la diligencia de amparo policivo 
sobre el lote que se había solicitado en el mes de julio y ya se le concedido el amparo, lo cual, 
permite evitar invasiones en el lote.   
 
Por otro lado, y con el fin de presentar las cuentas correctas se logró la aprobación del cálculo 
actuarial de los pensionados según consta en el oficio 325-169797 del 4 de agosto de 2022. 
 
El Liquidador informa que en estas condiciones y teniendo en cuenta que no se lograron las 
ventas, tampoco se cuenta con los varios respaldos de los gastos de administración relacionados 
por el anterior liquidador, presento una actualización de los activos y pasivos y el proyecto de 
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adjudicación para que el despacho proceda a la adjudicación correspondiente en razón a que no 
se logró la votación suficiente para un acuerdo de adjudicación. 
 
Ley 1116 de 2006 que le permite al liquidador proceder a enajenar los activos por un valor no 
inferior al del avalúo aprobado por la Superintendencia como juez de insolvencia, en forma 
directa o acudiendo al sistema de subasta privada, lo que sigue es la etapa de adjudicación de los 
bienes que no pudieron ser vendidos en el término indicado, porque los términos establecidos 
son perentorios y el estatuto establece que los activos no pueden enajenarse por un valor inferior 
al avalúo aprobado. 
 
Por otra parte, las gestiones desplegadas por parte del Liquidador de la empresa PIZANO S.A. en 
Liquidación, han estado acordes con la naturaleza y términos establecidos por la ley para el 
proceso de liquidación judicial y tuvieron como propósito el desarrollo de las etapas 
correspondientes, la cuales al juicio del despacho debe ser respetadas para todos los acreedores 
que hacen parte del proceso de insolvencia, atendiendo a la pluricitada prelación de créditos.  En 
tal sentido, aun cuando se advierte que en efecto la actora alegó ser una persona de la tercera 
edad y que la mesada es su único medio de subsistencia, lo cierto es, que a juicio de esta 
funcionaria judicial, la acción de tutela no se constituye en el mecanismo idóneo para desatar la 
presente controversia, pues le está vedado al Juez de tutela, desplazar la competencia del Juez 
que conoce del presente asunto, esto es, quien para éste proceso en específico opera como Juez 
del concurso, esto es, la Superintendencia de Sociedades.   
 
En efecto, examinadas las pretensiones invocadas en la presente acción constitucional, se 
advierte que con la misma se busca obtener el pago de las mesadas pensionales adeudadas desde 
el mes de noviembre de 2020 y los aportes al sistema de seguridad social en salud que no han sido 
cancelados por la accionada, sin embargo, esta funcionaria no puede desconocer la situación 
particular de la convocada a juicio, como tampoco el hecho, de que la acreencia pensional de la 
actora no es la única que recae en cabeza de la parte actora, por lo que en tal sentido, no podría 
ordenarse que se atiendan sus pretensiones, dejando de lados créditos de la misma naturaleza y 
prelación que los de la demandante, pudiéndose desconocer eventualmente derechos de igualdad 
de los demás acreedores pensionales, por lo que a juicio del despacho, el proceso de insolvencia, 
se constituye en el escenario ideal para satisfacer lo invocado en el presente trámite, y en ese 
orden de ideas, se estima entonces improcedente la presente acción frente a los derechos 
invocados en el presente asunto.  
 
De otro lado, observa el despacho, que en el informe rendido por la entidad accionada PIZAN O 
S.A. en liquidación, el día  14 de septiembre de 2022 señala que presentó ante la Superintendencia 
de Sociedades, el Proyecto de  Adjudicación de bienes,  mediante radicado 2022-02-018071. Dicha 
información también fue confirmada por la entidad vinculada la  cual  informa a este despacho 
judicial,  que está  actualmente  en  estudio  por  parte  de  ese Despacho (Superintendencia de 
Sociedades), con el fin de proceder con lo dispuesto en el artículo 58 y siguientes de la ley 1116 de 
2006.  
 
Frente a este escenario, y teniendo en cuenta que el Juez de tutela puede amparar derechos 
fundamentales que observe vulnerados, pese a no haber sido solicitado su amparo por el gestor 
del juicio, llama la atención del despacho, que pese a que desde el mes de septiembre del presente 
año, se aportó por parte de PIZANO S.A EN LIQUIDACIÓN, el proyecto de adjudicación  de 
bienes al Juez del Concurso, no se ha adelantado la etapa subsiguiente por parte de la 
Superintendencia de Sociedades.  
 
Para ello, es indispensable acudir a lo normado por la Ley 1116 de 2006, en su artículo 57, que 
establece el procedimiento a seguir una vez presentado el proyecto de adjudicación. Dicho 
precepto en su tenor literal dispone:  
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“(….) con relación a los dineros recibidos y los activos no enajenados, el liquidador tendrá un plazo máximo de treinta 

(30) días para presentar al juez del concurso, el acuerdo de adjudicación al que hayan llegado los acreedores del 

deudor. 

El acuerdo de adjudicación requiere, además de la aprobación de los acreedores, la confirmación del juez del 

concurso, impartida en audiencia que será celebrada en los términos y para los fines previstos en esta ley 

para la audiencia de confirmación del acuerdo de reorganización. 

De no aprobarse el citado acuerdo, el Juez dictará la providencia de adjudicación dentro de los quince (15) días 

siguientes al vencimiento del término anterior. (…)” (subrayas y negrillas del despacho) 

A su turno, el artículo 35 de la misma ley, establece los términos en que debe realizarse la 
audiencia de confirmación del acuerdo de reorganización, que son los mismos, que el legislador 
previó para llevar a cabo la confirmación del acuerdo de adjudicación, dicho precepto prevé:  

AUDIENCIA DE CONFIRMACIÓN DEL ACUERDO DE REORGANIZACIÓN. Dentro de los 
tres (3) días siguientes a la fecha en que el promotor radique el acuerdo de reorganización aprobado por los 
acreedores, el juez del concurso convocará a una audiencia de confirmación del acuerdo, la 
cual deberá ser realizada dentro de los cinco (5) días siguientes, para que los acreedores tengan la 
oportunidad de presentar sus observaciones tendientes a que el Juez, verifique su legalidad. (subraya y 
negrillas el despacho) 
 
En este sentido este Juez constitucional encuentra vulnerado el derecho fundamental al debido 
proceso de la accionante con el actuar del juez del concurso, ello, porque según los términos de la 
ley que regula el proceso de insolvencia, luego del 14 de septiembre de 2022, fecha en que se 
presentó el proyecto de adjudicación contaba con tres días para convocar a la audiencia de 
confirmación del mismo, no obstante, el proyecto presentado aún sigue bajo examen, sin que al 
momento en el cual se rindió el informe por parte de la Superintendencia de Sociedades se 
manifestara las razones por las cuales no se ha podido dar cumplimiento a los término previstos 
en la ley de insolvencia.  
 
Cobra fuerza lo anterior, si se examina con detenimiento lo previsto en el artículo 37 del mismo 
estatuto aquí examinado relativo al plazo y confirmación del acuerdo de adjudicación, y que 
indica: 
 

“ (…) El acuerdo de adjudicación debe ser aprobado por las mayorías y en la forma prevista en 
la presente ley para la aprobación del acuerdo de reorganización, respetando en todo caso las 
prelaciones de ley y, en especial, las relativas a los pasivos pensionales. Para el efecto, el deudor acreditará el estado 
actual de los gastos de administración y los necesarios para la ejecución del acuerdo y la forma de pago, 
respetándoles su prelación. 

Si el acuerdo de adjudicación no es presentado ante el Juez del concurso en el plazo previsto en la presente norma, se 
entenderá que los acreedores aceptan que la Superintendencia o el juez adjudiquen los bienes del deudor, conforme a 
las reglas de adjudicación de bienes previstas en la presente ley. 

Para la confirmación del acuerdo de adjudicación regirán las mismas normas de 
confirmación del acuerdo de reorganización, entendiéndose que, si no hay confirmación del 
de adjudicación, el juez del concurso, procederá a adjudicar los bienes del deudor en los 
términos señalados en el inciso anterior.(…) “ subraya y negrillas del despacho) 

En ese orden de ideas, para el despacho aflora la vulneración del derecho al debido proceso con el 
actuar de la Superintendencia vinculada, pues no puede olvidarse que en luego de la presentación 
del proyecto de adjudicación lo que se busca precisamente es adjudicar los bienes del deudor a 
los acreedores para satisfacer sus acreencias sino totalmente, al menos parte de las mismas, 
máxime si se trata de acreencias de carácter pensional, que guardan estrecha relación con el 
derecho a la Seguridad Social de los pensionados.  Es por ello por lo que se tutelara el derecho 
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fundamental al debido proceso de la actora, y se ordenará a la , Superintendencia de Sociedades 
para que en un término de cuarenta y ocho (48) horas proceda convocar a la audiencia de 
confirmación del acuerdo de adjudicación, en los términos previsto por el artículo 35 de la ley 1116 
de 2006, para que si a bien lo tiene apruebe o no  el Proyecto de Adjudicación de bienes 
presentado por el Liquidador de la Sociedad PIZANO S.A. en liquidación el día 14 de septiembre 
de la presente anualidad.  
 

 
En mérito de lo expuesto el JUZGADO DIECISIETE CIVIL MUNICIPAL DE 
BARRANQUILLA, convertido transitoriamente, mediante Acuerdo APCSJA19-11256 en 
JUZGADO OCTAVO 8° DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MULTIPLE DE 
BARRANQUILLA, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 
mandato de la Ley, 
 

VIII. RESUELVE 
 

PRIMERO: DECLARAR LA IMPROCEDENCIA de la presente la acción de tutela frente a los 
derechos invocados, por la actora respecto a la empresa PIZANO S.A EN LIQUIDACIÓN, por las 
razones expuestas en la parte motiva de la presente providencia. 
 
SEGUNDO: TUTELAR el derecho fundamental al debido proceso dentro de la presente acción 
constitucional impetrada por la ciudadana IRLENE HORTENCIA ANILLO CATALAN, frente a 
la vinculada SUPERITENDENCIA DE SOCIEDADES, de acuerdo con las razones expuestas en la 
parte motiva de este proveído. 
 
TERCERO: En consecuencia, se ordena a la entidad vinculada SUPERINTENDENCIA DE 
SOCIEDADES, que dentro del término improrrogable de 48 horas siguientes a la notificación de 
éste proveído proceda a convocar a la audiencia de confirmación del acuerdo de adjudicación, en 
los términos previstos por el artículo 35 de la ley 1116 de 2006, para que si a bien lo tiene apruebe 
o no  el Proyecto de Adjudicación de bienes presentado por el Liquidador de la Sociedad 
PIZANO S.A. en liquidación el día 14 de septiembre de la presente anualidad.  
 
CUARTO: Notificar esta providencia por telegrama, oficio o por el medio más expedito posible, a 
las partes y al Defensor del Pueblo, a más tardar al día siguiente de su expedición. 
  
QUINTO: Si no fuere impugnado el fallo dentro de dicho término, remítase a la Corte 
Constitucional para su eventual revisión. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

La Juez, 

 
YURIS ALEXA PADILLA MARTINEZ 
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Re: RECURSO DE REPOSICION ANTE AUTO FECHADO MARZO 23/2023 PROCESO
RADICADO 08001315300920210030200 DE CI THB SAS CONTRA STB SAS

Edgardo Martinez <edmarpu@gmail.com>
Mié 29/03/2023 3:40 PM
Para: ccto09ba@cendoj.ramajudicial.gov <ccto09ba@cendoj.ramajudicial.gov>;Juzgado 09 Civil Circuito - Atlántico -
Barranquilla <ccto09ba@cendoj.ramajudicial.gov.co>

1 archivos adjuntos (84 KB)
SENTENCIA ANEXAR RECURSO DE REPOSICION JDO 9 C CTO BAQ.pdf;

Señora 
Juez Novena Civil del Circuito
E.S.D.

Por un error involuntario, anexé una sentencia que si bien es cierto toca
tangencialmente el tema tratado en el Recurso de Reposición señalado en el correo
en hilo no es la que realmente quise anexar; por ello mil disculpas. 

En consecuencia me permito entonces en anexo a este correo anexar la que en
efecto si quise anexar y es con fines meramente ilustrativos, enviada además con
profundo respeto. 

Por su atención, gracias. 

EDGARDO A. MARTINEZ PUMAREJO
ABOGADO

El mié, 29 mar 2023 a las 14:34, Edgardo Martinez (<edmarpu@gmail.com>) escribió:

Señora
JUEZ NOVENA CIVIL DEL CIRCUITO
E.S.D.

RECURSO DE REPOSICIÓN O RECONSIDERACIÓN AUTO DE FECHA 23 DE
MARZO 2023
PROCESO VERBAL DECLARATIVO 
DEMANDANTE: CI THB SAS
DEMANDADO: SWISS TERMINAL BARRANQUILLA SAS
RADICADO 08001315300920210030200

Respetada Señora Juez, 
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En mi condición de apoderado de la parte actora en el atestado de la referencia
por este y estando dentro del término legal ofrecido para ello anuncio que
presento Recurso de Reposición contra el auto de fecha 23 de marzo año 2023
emanado dentro del proceso de la referencia, notificado mediante estado
electrónico de fecha marzo 24 del 2023.

En anexo encontrará en archivo pdf:

Escrito contentivo del recurso junto con sus anexos anunciados en el mismo
Copia de sentencia aludida 

De la Señora Juez, atentamente;

EDGARDO A. MARTÍNEZ PUMAREJO
Abogado
C.C. 72.130.219
T.P. 59.697
Celular 3227161288
Correo electrónico edmarpu@gmail.com 
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PREVALENCIA DEL DERECHO SUSTANCIAL - Posibilidad de acreditar el 
requisito de procedibilidad de la conciliación prejudicial antes de que 
adquiera firmeza el auto que rechazó la demanda. 
 
En cuanto al segundo planteamiento relacionado con la posibilidad de acreditar el 
requisito de procedibilidad de la conciliación prejudicial antes de que adquiera 
firmeza el auto que rechazó la demanda, considera la Sala que pese a que la 
interpretación realizada por las autoridades accionadas no es arbitraria, pues tanto 
el juzgado como el tribunal realizan un análisis exegético de la norma que regula 
dicho requisito; la decisión no se ajusta al principio de prevalencia del derecho 
sustancial sobre el material. La anterior afirmación se realiza teniendo en cuenta 
que aunque al momento de presentación de la demanda la sociedad Porvenir 
Business no había agotado el requisito de conciliación prejudicial, acreditó el 
cumplimiento de este requisito antes de que cobrara firmeza el auto que rechazó 
la demanda, pues no se había resuelto el recurso de apelación presentado contra 
dicha providencia. 
 
FUENTE FORMAL: CONSTITUCION POLITICA - ARTICULO 228  
 
NOTA DE RELATORIA: Ver, Consejo de Estado. Sección Segunda, Sentencia del 
6 de abril de 2010. Radicado: 05001-23-31-000-2010-00002-01. M. P.: Dr. Luis 
Rafael Vergara Quintero, en cita. 
 
DEFECTO SUSTANTIVO - Se configura al rechazar la demanda por no 
acreditar conciliación prejudicial, sin conceder término para subsanarla 
 
A juicio de la Sala, el juez de lo contencioso como garante del derecho de acceso 
a la administración de justicia, al momento de estudiar la admisibilidad de la 
demanda y de verificar si quien acciona ha cumplido con el requisito de 
procedibilidad consagrado en la Ley 1285 de 2009, advierte que no se ha 
acreditado este requisito por el interesado, debe con fundamento en el artículo 143 
del C.C.A. conceder el término de 5 días para que subsane la demanda y allegue 
los documentos que acrediten dicha exigencia. Es por lo anterior, que considera la 
Sala, que si bien las providencias proferidas por el Juzgado Sexto Administrativo 
de Bogotá y el Tribunal Administrativo de Cundinamarca argumentan el rechazo, 
dicho fundamento resulta inválido, toda vez que afirman que de acuerdo a lo 
dispuesto en el artículo 36 de la Ley 640 de 2001, se debe rechazar de plano la 
demanda al no acreditar el mencionado requisito. Sin embargo, como en el 
presente caso, las causales de rechazo se encuentran expresamente 
contempladas en el C.C.A. como ya se indicó en párrafos anteriores, no es posible 
extender las disposiciones generales contempladas en la Ley 640 de 2001, pues 
con ello se ignorarían las garantías fijadas por el legislador para que toda persona 
pueda acceder a la administración de justicia. 
 
 

CONSEJO DE ESTADO 
 

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
 

SECCION SEGUNDA 
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SUBSECCION B 
 

Consejero ponente: GERARDO ARENAS MONSALVE  
 
Bogotá, D.C., veinte (20) de febrero de dos mil trece (2013) 
 
Radicación número: 11001-03-15-000-2012-00809-01(AC) 
 
Actor: PORVENIR BUSINESS INC. 
 
Demandado: JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ Y TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 
 
 
 
 

Decide la Sala la impugnación interpuesta por la parte accionante, en contra de la 

sentencia del 6 de septiembre de 2012, por medio de la cual la Sección Primera 

del Consejo de Estado denegó por improcedente la solicitud de tutela presentada 

por la sociedad Porvenir Business Inc. 

 

               I. ANTECEDENTES 

 

1. La solicitud y las pretensiones 

 

La sociedad Porvenir Business Inc., actuando a través de apoderado, en ejercicio 

de la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política, 

solicitó la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, al acceso 

a la administración de justicia y a la igualdad, los cuales estimó lesionados por el 

Juzgado Sexto Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá y el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, por las decisiones proferidas dentro del proceso 

de nulidad y restablecimiento del derecho iniciado por la hoy actora contra la 

Superintendencia de Sociedades. 

 

Por lo anterior, solicitó: I) se tutelen los derechos fundamentales invocados; II) se 

revoque el auto del 3 de noviembre de 2011, proferido por el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca; y III) se ordene al tribunal que admita la 
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demanda, toda vez que se cumplió el requisito de procedibilidad de conciliación 

extrajudicial. 

 

2. Los Hechos  

 

La parte actora expone como fundamento de su solicitud, los hechos que se 

resumen a continuación: 

 

Indica la apoderada de la sociedad accionante que la Superintendencia de 

Sociedades profirió la Resolución No. 230-007752 del 3 de diciembre de 2009 

mediante la cual impone multa a cargo de la sociedad Porvenir Business Inc., por 

no haber solicitado el registro de las operaciones de inversión extranjera en 

Colombia, en la modalidad de compra de bien inmueble. 

 

Contra el anterior acto administrativo, la sociedad presentó recurso de reposición 

dentro del término legalmente establecido, el cual fue resuelto mediante 

Resolución No. 230-011006 del 16 de noviembre de 2010, en la que se confirmó lo 

dispuesto en la resolución recurrida. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, la sociedad Porvenir presentó demanda de nulidad 

y restablecimiento el 11 de abril de 2011, la cual correspondió por reparto al 

Juzgado 40 Administrativo de Bogotá, quien mediante providencia del 22 de junio 

de 2011 ordenó remitir el expediente por competencia a los Juzgados 1º al 6º 

Administrativos de Bogotá. 

 

Posteriormente, el 14 de julio de 2011, la demanda fue asignada al Juzgado Sexto 

Administrativo del Circuito de Bogotá para su conocimiento, quien mediante auto 

del 25 de julio de 2011 resolvió rechazar la demanda por no haberse agotado 

previamente el requisito de procedibilidad para acceder a la administración de 

justicia, correspondiente a la conciliación. 

 

Contra la anterior decisión la parte demandante interpuso recurso de apelación 
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dentro del término legal, siendo así que el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, Sección Primera, Subsección A dispuso su admisión. 

 

Señala la apoderada, que el 29 de julio de 2011, antes de que operara la firmeza 

del auto de rechazo de la demanda, la sociedad Porvenir Business Inc. presentó 

solicitud de conciliación extrajudicial ante la Procuraduría General de la Nación, la 

cual se celebró el 28 de septiembre de 2011, sin que se lograra ningún acuerdo 

conciliatorio. 

 

Afirma la parte actora, que no obstante lo anterior, el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca mediante providencia del 3 de noviembre de 2011, es decir, con 

posterioridad a la celebración de la audiencia, confirmó el auto proferido por el 

juez de primera instancia, bajo el argumento de que se debía agotar el requisito de 

procedibilidad previamente a la presentación de la demanda. 

 

A juicio de la parte actora, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca vulnera sus 

derechos fundamentales al no valorar las pruebas aportadas, al no tener en 

cuenta el cumplimiento del requisito de procedibilidad, toda vez que la audiencia 

se llevó a cabo antes de que se encontrara ejecutoriada la providencia que 

rechazó la demanda. 

 

Adiciona que la providencia dictada en segunda instancia desconoce el 

precedente jurisprudencial del Consejo de Estado, según el cual durante el trámite 

de apelación del auto que rechaza la demanda se puede surtir la conciliación, con 

lo que se subsana el requisito de procedibilidad. 

 

3. Trámite en primera instancia 

 

Mediante providencia del 22 de mayo de 2012, la Sección Primera del Consejo de 

Estado ordenó la notificación a la parte accionada y a los terceros interesados del 

auto admisorio de la demanda de tutela (fls. 74-75). 
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Surtidas las comunicaciones de rigor, el Juzgado Sexto Administrativo de 

Bogotá (fls. 81-84), afirma que en el presente caso no es verdad que se haya 

vulnerado algún derecho fundamental a la parte actora, toda vez que el requisito 

de procedibilidad previsto en el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, exige que en 

los procesos de nulidad y restablecimiento del derecho se agote antes de acudir a 

la jurisdicción, la conciliación prejudicial. 

 

Indica también que en la providencia dictada por dicho Despacho no se incurrió en 

defecto fáctico por errores e indebida valoración de los documentos aportados 

para demostrar el cumplimiento de los requisitos de procedibilidad. 

 

Por otra parte, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Primera, 

Subsección A (fls. 85-92), manifiesta que de acuerdo al contenido del artículo 36 

de la Ley 640 de 2001 el no cumplimiento del requisito de procedibilidad de la 

conciliación prejudicial conlleva al rechazo de plano de la demanda, por lo que al 

momento en que se presenta el libelo inicial ante la secretaría de la respectiva 

corporación judicial, debe contar ya con el cumplimiento de todos los requisitos 

necesarios para que el juez decida sobre la admisión de la demanda. 

 

Afirma que no es procedente que se pretenda alegar un error en la decisión 

judicial, cuando al momento de decidir el asunto no se aportaron los documentos 

necesarios para acreditar el cumplimiento de los requisitos de procedibilidad. 

 

Señala que en el caso bajo estudio no es posible disponer la admisión de la 

demanda, toda vez  que no se cumplió con el requisito de la conciliación prejudicial 

dentro del término oportuno, por lo que solicita se niegan las pretensiones de la 

demanda. 

 

Finalmente, la Superintendencia de Sociedades (fls 101-104), solicita se 

nieguen por improcedente las pretensiones de la demanda, toda vez que el 

rechazo de la demanda es la consecuencia legalmente establecida ante la omisión 

de la parte demandante de no agotar el requisito de procedibilidad de la 
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conciliación prejudicial. 

 

Manifiesta que las autoridades judiciales accionadas no obraron contrario a 

derecho, sino que dieron cumplimiento al trámite legalmente establecido, para lo 

cual verificaron si se había agotado el requisito previsto en la Ley 1285 de 2009. 

 

4. La providencia impugnada 

 

Mediante sentencia del 6 de septiembre de 2012, la Sección Primera del Consejo 

de Estado denegó por improcedente la acción de tutela presentada por la 

sociedad Porvenir Business Inc. contra la Superintendencia de Sociedades, por 

las siguientes razones (58 a 63 vto.): 

 

Estudió el A quo en primer lugar, el requisito de procedibilidad de la conciliación 

prejudicial, concluyendo que a partir de la entrada en vigencia de la Ley 1285 de 

2009, debe verificarse en este tipo de acciones el cumplimiento de este requisito 

antes de admitirse la demanda. 

 

Igualmente, indicó que se entiende que se cumplió con dicho requisito cuando se 

efectúe audiencia sin que se logre el acuerdo o cuando vencido el término de 3 

meses, contados a partir de la presentación de la solicitud, no se ha podido 

realizar la audiencia por cualquier causa, ante lo cual se puede acudir ante la 

jurisdicción con el escrito contentivo de la solicitud de conciliación. 

 

Por otro lado, analizó si es posible acreditar durante el trámite del recurso de 

apelación del auto que rechazó la demanda por no agotar el requisito de 

conciliación prejudicial, el cumplimiento de dicho requisito, ante lo cual consideró 

que no lo es, toda vez se debe realizar en su integridad, antes de presentar la 

demanda. 

 

Igualmente, afirmó el juez de primera instancia, que aunque la parte accionante 

allega una providencia en la cual se entendió que el requisito de procedibilidad se 
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entendía subsanado cuando se allegaba certificado de la realización de la 

audiencia fallida, con posterioridad a la presentación de la demanda; en dicho 

caso los supuestos de hecho eran diferentes, y además no se había expedido 

todavía el decreto que reglamentaba el mencionado requisito. 

 

5. Impugnación 

   

Mediante escrito del 1º de noviembre de 2012 (fls. 140-148), la sociedad 

accionante manifiesta que impugna la sentencia antes descrita, manifestando lo 

siguiente: 

 

Indica la apoderada de Porvenir Business Inc., que la providencia proferida por la 

Sección Primera de esta Corporación desconoció la vulneración de los derechos 

fundamentales de la accionante, toda vez que desconoció la jurisprudencia que se 

ha proferido sobre la materia por el Consejo de Estado, según la cual es posible 

subsanar este error antes de que quede en firme la providencia que rechaza la 

demanda.. 

 

Por otra parte, señala que el asunto sobre el cual versa la demanda interpuesta 

contra la Superintendencia de Sociedades no es conciliable, teniendo en cuenta 

que a su juicio se trata de conflictos de naturaleza tributaria, por lo que solicita se 

revoque la sentencia dictada por el A quo y en su lugar, se amparen los derechos 

fundamentales invocados. 

 

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA 

 

1. Competencia. 

 

La Sala es competente para conocer la impugnación interpuesta contra el fallo de 

primera instancia en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 del Decreto 2591 de 

1991, el cual reglamenta la acción de tutela. 
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2. Generalidades de la acción de tutela. 

 

Según lo establecido en el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona 

puede hacer uso de la acción de tutela para reclamar ante los jueces la protección 

inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales cuando quiera que 

sean violados o amenazados por la acción o la omisión de las autoridades, o de 

particulares en los casos que señala la ley, y procede sólo cuando el afectado no 

disponga de otro medio judicial de defensa, salvo que la utilice como mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  

 

Esta acción tiene dos particularidades esenciales a saber: la subsidiariedad y la 

inmediatez; la primera, por cuanto sólo resulta procedente cuando el perjudicado 

no disponga de otro medio de defensa judicial, a no ser que busque evitar un 

perjuicio irremediable y; la segunda, porque se trata de un instrumento jurídico de 

protección inmediata que es viable cuando se hace preciso administrar la guarda 

efectiva, concreta y actual del derecho fundamental sujeto a vulneración o 

amenaza. 

 

3. La acción de tutela contra decisiones judiciales. 

 

El debate jurisprudencial sobre la procedencia de la tutela contra decisiones 

judiciales tiene génesis en la sentencia C-543 de 1992 de la Corte Constitucional 

que declaró la inexequibilidad del artículo 40 del Decreto 2591 de 1991. Más 

adelante, mediante sentencias de tutela, la misma Corte permitió de forma 

excepcional y frente a la amenaza de derechos fundamentales, el reexamen de la 

decisión judicial en sede de tutela, con la finalidad de establecer si el fallo judicial 

se adoptó, en apariencia revestida de forma jurídica, cuando en realidad envolvía 

una vía de hecho.  

 

La vía de hecho entendida como una manifestación burda, flagrante y desprovista 

de todo vestigio de legalidad, es el principio que inspiró la posibilidad de instaurar 

la acción de tutela contra decisiones judiciales, pues no obstante el 
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reconocimiento al principio de autonomía funcional del juez, quien la administra 

quebranta, bajo la forma de una providencia judicial, derechos fundamentales.  

 

La evolución de la jurisprudencia condujo a que desde la sentencia T-231 de 1994 

se determinaran cuáles defectos podían conducir a que una sentencia fuera 

calificada como vía de hecho, indicando que ésta se configura cuando se 

presenta, al menos, uno de los siguientes vicios o defectos protuberantes: (1) 

defecto sustantivo, que se produce cuando la decisión controvertida se funda en 

una norma indiscutiblemente inaplicable; (2) defecto fáctico, que ocurre cuando 

resulta indudable que el juez carece de sustento probatorio suficiente para 

proceder a aplicar el supuesto legal en el que se sustenta la decisión; (3) defecto 

orgánico, se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia 

impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello; y, (4) defecto 

procedimental, que aparece en aquellos eventos en los que se actuó 

completamente al margen del procedimiento establecido.  

 

Esta doctrina constitucional ha sido precisada y reiterada en varias decisiones de 

unificación proferidas por la Sala Plena de la Corte Constitucional, entre las cuales 

se encuentran las sentencias SU-1184 de 2001 y SU-159 de 2002. 

 

En la referida sentencia SU-1184 de 2001, la Corte Constitucional precisó el 

ámbito de la vía de hecho por defecto fáctico y señaló que la violación al debido 

proceso ha de ser grave porque el juez de tutela tiene el deber de respetar, en el  

mayor grado posible, la valoración que del material probatorio hace el juez natural. 

 

De ahí que se fijaron las siguientes pautas para constituir el anterior defecto:  

 

“cuando se omite la práctica o consideración de pruebas decisivas1, las 
pruebas existentes se valoran de manera contra-evidente2, se consideran 

                                                 
1 Sobre el particular ver, entre otras, sentencias SU-477 de 1997, T-329 de 1996.  Sobre la omisión de práctica de 
pruebas decisivas ver sentencias T-488 de 1999, T-452 de 1998, T-393 de 1994, entre otras 
2 Sobre el particular ver, entre otras, la sentencia T-452 de 1998: 
“en relación con la valoración que hacen los jueces de la pruebas dentro de un proceso, la posible configuración 
de una vía de hecho en la misma requiere de un comportamiento del funcionario que la adelanta, claramente 
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pruebas inadmisibles3 o cuando la valoración resulta abiertamente contraria 
a los postulados constitucionales. Empero, tal como lo sostuvo la 
Corporación en la sentencia T-025 de 20014, las pruebas omitidas o 
valoradas indebidamente, “deben tener la capacidad inequívoca de 
modificar el sentido del fallo”, de suerte que si las pruebas en cuestión no 
son determinantes para la decisión, al juez de tutela le está vedado entrar a 
analizar la valoración que de ellas hizo el juez”. 

 

Y en la sentencia SU -159 de 2002 se dijo: 

 

“Finalmente, la Corte debe advertir, en concordancia con su propia 
jurisprudencia, que sólo es factible fundar una acción de tutela cuando se 
observa que de una manera manifiesta aparece arbitraria la valoración 
probatoria hecha por el juez en la correspondiente providencia. El error en 
el juicio valorativo de la prueba “debe ser de tal entidad que sea ostensible, 
flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la 
decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia 
revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que 
ordinariamente conoce de un asunto, según las reglas generales de 
competencia”5.  

 

En otros de los apartes de la sentencia anterior, se efectúa la distinción entre el 

debido proceso de alcance constitucional del simplemente legal para referir que el 

primero de ellos comprende no solamente las garantías previstas en el artículo 29 

de la C.P. sino agrupa todos los derechos constitucionales fundamentales: 

 

“El constituyente no abordó todas las posibles violaciones al debido 
proceso, de carácter legal, si no sólo aquellos elementos que forman parte 
del ámbito de protección constitucional”.  

 

El ámbito del debido proceso constitucional acorde a la referida sentencia, 

comprende “las formalidades legales esenciales”. En ese sentido, se adujo que 

correspondía al juez constitucional examinar si a pesar de la irregularidad que 

                                                                                                                                                     
irregular, en donde se impone su voluntad, en contravía de lo que puede arrojar objetivamente el cuaderno de 
pruebas allegado o solicitado para su práctica...” 
3 El artículo 29 de la Carta dispone que “[E]s nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido 
proceso”.  En la sentencia T-008 de 1998 la Corte señaló al respecto: 
“Esta Sala no puede menos que indicar que sólo en aquellos casos en los cuales la prueba nula de pleno derecho 
constituya la única muestra de culpabilidad del condenado, sin la cual necesariamente habría de variar el juicio del 
fallador, procedería la tutela contra la decisión judicial que la tuvo en cuenta, siempre y cuando se cumplan, por 
supuesto, los restantes requisitos de procedibilidad de la acción.” 
4 M.P. Eduardo Montealegre Lynett.  En similar sentido T-329 de 1996 M.P. José Gregorio Hernández Galindo. 
5Cfr. sentencia T-442 de 1994 M.P. Antonio Barrera Carbonell.    
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presente una prueba, pueden subsistir otras con fundamento en las cuales pudo 

adoptarse la decisión; vale decir, siempre que no haya sido determinante para la 

misma, a la prueba irregular se le resta importancia. 

 

Igualmente aplicando los estrictos términos del artículo 86 de la C.P., es pertinente 

examinar la procedencia de la acción de tutela cuando aún existiendo medios de 

defensa judicial, aquélla se utilice como MECANISMO TRANSITORIO para evitar 

un perjuicio irremediable. 

 

La evolución jurisprudencial, condujo a proferir la sentencia C-590/05, en la cual la 

Corte Constitucional resaltó el carácter sumamente excepcional de la acción de 

tutela, vale decir cuando de forma protuberante se vulneren o amenacen derechos 

fundamentales.  La regla general de improcedencia de la acción de tutela contra 

tales decisiones, se expone en la anterior providencia al destacar que incluso las 

sentencias judiciales constituyen ámbitos ordinarios de reconocimiento y 

realización de los derechos fundamentales y además, porque el valor de cosa 

juzgada de las sentencias, la garantía del principio de seguridad jurídica y la 

autonomía e independencia son principios que caracterizan a la jurisdicción en la 

estructura del poder público.   

 

En otro aparte la mencionada decisión, precisó: 

 
“…22. Con todo, no obstante que la improcedencia de la acción de tutela 
contra sentencias es compatible con el carácter de ámbitos ordinarios de 
reconocimiento y realización de los derechos fundamentales inherente a los 
fallos judiciales, con el valor de cosa juzgada de las sentencias y con la 
autonomía e independencia que caracteriza a la jurisdicción en la estructura 
del poder público; ello no se opone a que en supuestos sumamente 
excepcionales la acción de tutela proceda contra aquellas decisiones que 
vulneran o amenazan derechos fundamentales…”. 
 

En ese orden, se elaboró el test de procedencia de la acción de tutela contra 

decisiones judiciales, con la finalidad de destacar los eventos excepcionales de 

aplicación, los cuales deben satisfacerse plenamente en la tarea de identificar 

cuándo una sentencia judicial puede someterse al examen de orden estrictamente 
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constitucional, en aras de establecer si con la actuación se afectan derechos de 

relevancia constitucional  o si la misma no alcanza a vulnerar tales derechos 

porque se profirió dentro del marco de actuación propio de los órganos judiciales 

ordinarios.    

 

Tales presupuestos son: (a) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente 

relevancia constitucional: lo anterior porque el juez constitucional no puede entrar 

a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia 

constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras 

jurisdicciones. (b) Que se hayan agotado todos los medios  -ordinarios y 

extraordinarios-  de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que 

se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable: 

señala la Corte Constitucional que de no ser así, esto es, de asumirse la acción de 

tutela como mecanismo de protección alternativo, se correría el riesgo de vaciar 

las competencias de las distintas autoridades judiciales. (c)  Que se cumpla el 

requisito de la inmediatez: es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un 

término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración.  

(d) Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma 

tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que 

afecta los derechos fundamentales de la parte actora: con fundamento en este 

presupuesto, se precisa que la irregularidad debe comportar grave lesión de 

derechos fundamentales, tal como ocurre con los casos de pruebas ilícitas 

susceptibles de imputarse como crímenes de lesa humanidad; la protección de 

tales derechos se genera independientemente de la incidencia que tengan en el 

litigio y por ello hay lugar a la anulación del juicio. (e). Que la parte actora 

identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración 

como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso 

judicial siempre que esto hubiere sido posible: indica la Corte que esta exigencia 

es comprensible, pues sin que la acción de tutela llegue a rodearse de unas 

exigencias formales contrarias a su naturaleza y no previstas por el constituyente, 

sí es menester que el actor tenga claridad en cuanto al fundamento de la 

afectación de derechos que imputa a la decisión judicial, que la haya planteado al 
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interior del proceso y que dé cuenta de todo ello al momento de pretender la 

protección constitucional de sus derechos. (f). Que no se trate de sentencias de 

tutela: lo anterior se justifica bajo el riguroso proceso de selección que hace la 

Corporación.  

 

Igualmente, bajo el rótulo de las CAUSALES DE PROCEDIBILIDAD se rediseñó el 

ámbito de comprensión de la acción de tutela contra sentencias judiciales, 

superando la noción de VÍA DE HECHO por la de DECISIÓN ILEGÍTIMA con la 

finalidad de resaltar la excepcionalidad de la acción de tutela contra decisiones 

judiciales, la cual solamente cuando tenga eminente relevancia constitucional 

resulta procedente. 

 

Al respecto,  indica los defectos o vicios que debe presentar la decisión que se 

juzga: (a) Defecto orgánico: que se presenta cuando el funcionario judicial que 

profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia (b) 

Defecto procedimental absoluto: que se origina cuando el juez actuó 

completamente al margen del procedimiento establecido. (c)  Defecto fáctico: que 

surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del 

supuesto legal en el que se sustenta la decisión. (d) Defecto material o sustantivo: 

como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o 

inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los 

fundamentos y la decisión. (e) Error inducido: que se presenta cuando el juez o 

tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a 

la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales. (f)  Decisión sin 

motivación: que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar 

cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones. (g) 

Desconocimiento del precedente: según la Corte Constitucional, en estos casos la 

tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido 

constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado. (h)  Violación 

directa de la Constitución: procede cuando la decisión judicial supera el concepto 

de vía de hecho, es decir, en eventos en los que si bien no se está ante una burda 
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trasgresión de la Carta, si se trata de decisiones ilegítimas que afectan derechos 

fundamentales. 

 

La Sala se ha detenido en el análisis de la posición de la Corte Constitucional 

respecto de la procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales, no 

porque considere que deba seguir estrictamente sus criterios interpretativos, sino 

por otras importantes razones: 

 

La primera es que en este aspecto, comparte plenamente la idea cardinal de que 

en el Estado Social de Derecho la prevalencia de los derechos fundamentales 

compromete la actuación de “cualquier autoridad pública” (C. P. artículo 86) 

incluidos desde luego los jueces de la República de todas las jurisdicciones y 

rangos y sus respectivos órganos de cierre. 

 

En segundo lugar, se trae a colación la jurisprudencia constitucional respecto de la 

tutela contra decisiones judiciales por cuanto muestra que ha sido la misma 

jurisdicción constitucional la que se ha encargado de destacar, que si bien la 

acción resulta procedente, ella es absolutamente excepcional y no puede 

significar, en modo alguno, una prolongación indefinida del debate jurídico. 

 

En tercer lugar  porque la metodología contenida en la jurisprudencia 

constitucional para verificar si una decisión judicial debe o no ser tutelada, 

constituye un valioso mecanismo para resolver el asunto, cuya adopción facilita el 

análisis de este complejo problema.  

 

Finalmente es pertinente destacar, que la Sala Plena de lo Contencioso 

Administrativo del Consejo de Estado, que había sostenido que la acción de tutela 

es improcedente para controvertir decisiones judiciales6, rectificó su posición 

                                                 
6 Sobre el particular pueden consultarse las siguientes providencias de la Sala Plena de lo Contencioso 
Administrativo del Consejo de Estado: 1) 29 Ene. 1992, r AC – 009, Dolly Pedraza de Arenas. 2) 31 Ene. 
1992, r AC – 016, Guillermo Chahín Lizcano. 3) 3 Feb. 1992, r AC – 015, Luis Eduardo Jaramillo]. 4) 27 Ene. 
1993, r AC-429, Carlos Arturo Orjuela Góngora. 5) 29 Jun. 2004, e 2000-10203-01, Nicolás Pájaro Peñaranda. 
6) 2 Nov 2004. e 2004-0270-01,  Rafael E. Ostau de Lafont Pianeta. 7) 13 Jun. 2006, e 2004-03194-01, Ligia 
López Díaz. 8) 16 Dic. 2009, e 2009-00089-01, Rafael E. Ostau De Lafont Pianeta. 
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mediante la sentencia del 31 de julio de 20127, en el sentido de disponer que la 

acción constitucional es procedente contra providencias, cuando vulneren 

derechos fundamentales, observando los parámetros fijados jurisprudencialmente, 

así como los que en el futuro determine la Ley y la Jurisprudencia, parámetros que 

esta Subsección con anterioridad al fallo antes señalado viene aplicando en los 

términos arriba expuestos8. 

 

4. Del acceso a la administración de justicia y  la prevalencia del derecho 

sustancial. 

 

El artículo 228 de la Constitución Política consagra: 

 

“La Administración de Justicia es función pública. Sus decisiones son 
independientes. Las actuaciones serán públicas y permanentes con las 
excepciones que establezca la ley y en ellas prevalecerá el derecho 
sustancial. Los términos procesales se observarán con diligencia y su 
incumplimiento será sancionado. Su funcionamiento será desconcentrado y 
autónomo.” (Negrita fuera de texto). 

 
 
Como puede apreciarse, el principio constitucional de la prevalencia del derecho 

sustancial, está expresamente garantizando en el artículo 228 que consagra el 

derecho de acceso a la administración de justicia. 

 

La incorporación de este principio en el referido artículo, busca garantizar que 

formalidades propias de los procesos judiciales, sean interpretadas y empleadas 

para la materialización de los derechos de los ciudadanos que acceden a la 

administración de justicia, y de ninguna forma como un obstáculo o impedimento 

para el ejercicio y protección de los mismos. 

                                                 
7 Expediente 11001-03-15-000-2009-01328-01. C.P. María Elizabeth García González. 
8 Entre otras, de esta Subsección pueden consultarse la siguiente providencias: 1) 28 Ago. 2008, e 2008-00779-
00, Gerardo Arenas Monsalve. 2) 22 Oct. 2009, e 2009-00888-00, Victor Hernando Alvarado Ardila. 3) , 22 Oct. 
2009, e 2009-00889-00, Victor Hernando Alvarado Ardila. 4) 3 Feb. 2010, e 2009-01268-00, Gerardo Arenas 
Monsalve. 5) 25 Feb. 2010, e 2009-01082-01, Victor Hernando Alvarado Ardila. 6) 19 May. 2010, e 2010-00293-
00, Gerardo Arenas Monsalve. 6) 28 Jun. 2011, e 2010-00540-00, Gerardo Arenas Monsalve. 7) 30 Nov. 2011, e 
2011-01218-00, Victor Hernando Alvarado Ardila. 8) 2 Feb. 2012, e 2011-01581-00, Gerardo Arenas Monsalve. 9) 
23 Feb. 2012, e 2011-01741-00, Victor Hernando Alvarado Ardila. 10) 15 Mar. 2012, e 2012-00250-00, Gerardo 
Arenas Monsalve.   
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Sobre la importancia del referido principio en el ejercicio efectivo del derecho de 

acceso a la administración de justicia, vale la pena traer a colación el siguiente 

pronunciamiento de la Corte Constitucional: 

 
“El acceso a la justicia, en consecuencia, no puede ser concebido 
como un derecho simplemente enunciativo o formal, sino que requiere 
que de él se predique en cada proceso su efectividad, con miras a 
asegurar la tutela judicial efectiva y los derechos materiales invocados 
por el actor. En la sentencia C-037 de 1996, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa, 
esta Corporación señaló sobre ese aspecto que:  
 

“El acceso a la administración de justicia implica, entonces, la posibilidad de 
que cualquier persona solicite a los jueces competentes la protección o el 
restablecimiento de los derechos que consagran la Constitución y la ley. Sin 
embargo, la función en comento no se entiende concluida con la simple 
solicitud o el planteamiento de las pretensiones procesales ante las 
respectivas instancias judiciales; por el contrario, el acceso a la 
administración de justicia debe ser efectivo, lo cual se logra cuando, dentro 
de determinadas circunstancias y con arreglo a la ley, el juez garantiza una 
igualdad a las partes, analiza las pruebas, llega a un libre convencimiento, 
aplica la Constitución y la ley y, si es el caso, proclama la vigencia y la 
realización de los derechos amenazados o vulnerados.9 Es dentro de este 
marco que la Corte Constitucional no ha vacilado en calificar el derecho al 
que hace alusión la norma que se revisa -que está contenido en los 
artículos 29 y 229 de la Carta Política- como uno de los derechos 
fundamentales,10 susceptible de protección jurídica inmediata a través de 
mecanismos como la acción de tutela prevista en el artículo 86 superior”.  
 
 
Por consiguiente, el acceso a la justicia y los procedimientos que lo 
desarrollan, deben “cumplirse a partir de un criterio de interpretación 
sistemática, que obligue al operador a fijar su alcance consultando los 
principios, derechos y garantías que consagra la Constitución Política, 
los cuales, como es sabido, constituyen a su vez la base o punto de 
partida de todo el ordenamiento jurídico”.11   
 
En este punto resulta entonces relevante, la referencia consagrada en 
el artículo 228 de la Carta, sobre la prevalencia del derecho sustancial 
sobre la forma, en la medida en que la interpretación que se haga de 
las normas procesales que consolidan el acceso a la justicia, en virtud 

                                                 
9  Corte Constitucional. Sentencia No. T-173 de 1993. M. P. José Gregorio Hernández Galindo.) 
10 Corte Constitucional. Sentencias T-006/92, T-597/92, T-348/93, T-236/93, T-275/93 y T-004/95, 
entre otras. 
11  Corte Constitucional,  sentencia C-426 de 2002. M.P. Rodrigo Escobar Gil. 
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de este principio, debe entenderse “en el sentido que resulte más 
favorable al logro y realización del derecho sustancial, consultando en 
todo caso el verdadero espíritu y finalidad de la ley12”.13 (Destacado 
fuera de texto) 

 

Una aplicación práctica de este principio, en consideración al carácter fundamental 

de los derechos de defensa, acceso a la administración de justicia y revisión de las 

providencias judiciales, se da por ejemplo, cuando una de las partes inconforme 

con una decisión que es susceptible de revisión interpone contra la misma un 

recurso diferente al consagrado para dicha providencia. En principio podría 

afirmarse que el error del recurrente traería como consecuencia la firmeza de la 

decisión recurrida por la indebida interposición del medio de impugnación, más en 

consideración a la prevalencia del derecho sustancial, debe entenderse que el 

recurso interpuesto contra la decisión judicial es el que efectivamente procede 

contra la providencia impugnada14. 

 

5. Problema jurídico 

 

En el presente caso, le corresponde a la Sala resolver dos problemas jurídicos: 

 

I) ¿Se vulneran los derechos fundamentales de Porvenir Business al rechazarse de 

plano la demanda sin otorgarse un término para subsanarla, ante el 

incumplimiento del requisito de procedibilidad de la conciliación prejudicial? 

 

II) ¿Puede la demandante en el término de ejecutoria de la providencia que rechaza 

la demanda, acreditar el no agotamiento del requisito de procedibilidad de la 

conciliación? 

 

6. Análisis del caso concreto 
                                                 
12 Ibídem. 
13 Corte Constitucional, sentencia C-183 de 2007. M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. 
14 Sobre el particular pueden apreciarse, el auto del siete (07) de diciembre de dos mil cinco (2005), de 
la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, C.P. Alier 
Eduardo Hernández Enríquez, expediente número: 25000-23-26-000-2004-01569-01(29692), y el auto 
del treinta (30) de enero de dos mil ocho (2008), de la misma Sección, M.P. Mauricio Fajardo Gómez, 
expediente número20001-23-31-000-2006-01335-01(34328). 
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En síntesis, se plantea la vulneración de los derechos fundamentales al acceso a 

la administración de justicia, al debido proceso y a la igualdad, con las decisiones 

adoptadas por el Juzgado Sexto Administrativo de Bogotá y el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, al rechazar de plano la demanda de nulidad y 

restablecimiento del derecho, por no agotar el requisito de procedibilidad de la 

conciliación previo a la presentación de la acción.  

 

Sobre la solicitud de tutela de los derechos fundamentales en el presente caso 

consideró la Sección Primera del Consejo de Estado que no había lugar a amparar 

los derechos invocados, toda vez que a su juicio la sociedad accionante debió 

agotar el requisito de procedibilidad antes de presentar la demanda, por lo que 

concluyó que en las providencias acusadas no se había incurrido en ninguna vía 

de hecho. 

 

Teniendo en cuenta lo expuesto, debe revisarse en primer lugar, si la decisión 

adoptada por el Juzgado Sexto Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, de 

rechazar de plano la demanda por no cumplir con el requisito de procedibilidad 

contemplado en la Ley 1285 de 2009 se encuentra ajustada a derecho, o si por el 

contrario vulnera algún derecho fundamental de Porvenir Business Inc. 

 

Ahora bien, encuentra la Sala que en aras de resolver el caso planteado y 

establecer si con la decisión de rechazar de plano la demanda por no cumplirse 

con el requisito de la conciliación prejudicial previsto en el artículo 13 de la Ley 

1285 de 2009, se transgredieron los derechos constitucionales invocados por la 

parte actora, es pertinente transcribir algunas normas y efectuar ciertas 

precisiones:  

 

I. El artículo 143 del C.C.A., dispone: 

 

“ARTICULO 143. INADMISION Y RECHAZO DE LA DEMANDA. Se 
inadmitirá la demanda que carezca de los requisitos y formalidades 
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previstos en los artículos anteriores y su presentación no interrumpe 
los términos para la caducidad de la acción.  
 
No obstante, si la demanda se presenta dentro del término de 
caducidad, el ponente, por auto susceptible de reposición, expondrá 
los defectos simplemente formales para que el demandante los corrija 
en un plazo de cinco (5) días. Si así no lo hiciera, se rechazará la 
demanda.  
 
Se rechazará de plano la demanda cuando haya caducado la acción.  

 
En caso de falta de jurisdicción o de competencia mediante decisión 
motivada el juez ordenará remitir el expediente al competente, a la mayor 
brevedad posible. Para todos los efectos legales se tendrá en cuenta la 
presentación inicial hecha ante la corporación o juzgado que ordena la 
remisión.  
 
Contra el auto que rechace la demanda procederá el recurso de apelación 
cuando el auto sea dictado por el Juez o por la Sala, Sección o Subsección 
del Tribunal en primera instancia o, el de súplica cuando sea dictado por el 
ponente en asuntos de única instancia.  
 
Contra el auto admisorio sólo procederá recurso de reposición, pero si 
resuelve sobre suspensión provisional procederá el de apelación, cuando el 
auto sea dictado por el Juez o por la Sala, Sección o Subsección del 
Tribunal en primera instancia o, el de reposición, cuando sea dictado por la 
Sala, Sección o Subsección del Tribunal o del Consejo de Estado en única 
instancia.  
 
Los recursos podrán fundarse también en las causales de que trata el 
artículo 97 del Código de Procedimiento Civil.” 

 

II. De acuerdo con la norma precitada las causales de rechazo de la demanda se dan 

cuando: 1) Habiéndose otorgado el término de 5 días para corregir los defectos 

formales, el demandante no lo hace; y 2) Cuando la acción haya caducado, evento 

en el cual el juez rechazará de plano la demanda. 

 

III. Quiere decir entonces, que las causales de rechazo de la demanda son taxativas, 

y por tanto, la interpretación que realice el juez de conocimiento debe ser 

restrictiva en aras de garantizar el derecho de acceso a la administración de 

justicia consagrado en el artículo 229 de la Constitución Política. 
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En el caso concreto observa la Sala que las autoridades judiciales accionadas al 

proferir las decisiones del 25 de julio de 2011 y 3 de noviembre de 2011, 

concluyeron que debía rechazarse la demanda por no haberse cumplido el 

requisito de procedibilidad de la conciliación previsto en el artículo 13 de la Ley 

1285 de 2009. 

 

A juicio de la Sala, el juez de lo contencioso como garante del derecho de acceso 

a la administración de justicia, al momento de estudiar la admisibilidad de la 

demanda y de verificar si quien acciona ha cumplido con el requisito de 

procedibilidad consagrado en la Ley 1285 de 2009, advierte que no se ha 

acreditado este requisito por el interesado, debe con fundamento en el artículo 143 

del C.C.A. conceder el término de 5 días para que subsane la demanda y allegue 

los documentos que acrediten dicha exigencia. 

 

Es por lo anterior, que considera la Sala, que si bien las providencias proferidas 

por el Juzgado Sexto Administrativo de Bogotá y el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca argumentan el rechazo, dicho fundamento resulta inválido, toda vez 

que afirman que de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 36 de la Ley 640 de 2001, 

se debe rechazar de plano la demanda al no acreditar el mencionado requisito. Sin 

embargo, como en el presente caso, las causales de rechazo se encuentran 

expresamente contempladas en el C.C.A. como ya se indicó en párrafos 

anteriores, no es posible extender las disposiciones generales contempladas en la 

Ley 640 de 2001, pues con ello se ignorarían las garantías fijadas por el legislador 

para que toda persona pueda acceder a la administración de justicia. 

 

Corolario de lo expuesto, se tiene que en los autos proferidos el 25 de julio de 

2011 y el 3 de noviembre de 2011 por el Juzgado Sexto Administrativo del Circuito 

Judicial de Bogotá y el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, respectivamente, 

se incurrió en un defecto sustantivo, toda vez que se rechazó de plano la demanda 

de nulidad y restablecimiento del derecho instaurada por la sociedad Porvenir 

Business Inc., cuando en realidad debió inadmitirse la misma para otorgar un 

término de 5 días, con el fin de que la parte demandante acreditara el 
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cumplimiento del requisito de procedibilidad de la acción de conformidad con el 

término previsto en el artículo 143 del CCA. Teniendo en cuenta lo expuesto, la 

respuesta al primer problema jurídico es afirmativa. 

 

Ahora bien, en cuanto al segundo planteamiento relacionado con la posibilidad de 

acreditar el requisito de procedibilidad de la conciliación prejudicial antes de que 

adquiera firmeza el auto que rechazó la demanda, considera la Sala que pese a 

que la interpretación realizada por las autoridades accionadas no es arbitraria, 

pues tanto el juzgado como el tribunal realizan un análisis exegético de la norma 

que regula dicho requisito; la decisión no se ajusta al principio de prevalencia del 

derecho sustancial sobre el material. 

 

La anterior afirmación se realiza teniendo en cuenta que aunque al momento de 

presentación de la demanda la sociedad Porvenir Business no había agotado el 

requisito de conciliación prejudicial, acreditó el cumplimiento de este requisito 

antes de que cobrara firmeza el auto que rechazó la demanda, pues no se había 

resuelto el recurso de apelación presentado contra dicha providencia. 

 

En este sentido se ha pronunciado el Consejo de Estado, así:  

 

“ (…) reiterando la posición sostenida por esta Sala de Decisión, el requisito 
aludido debe entenderse subsanado, en tanto fue acreditada la ocurrencia 
de la audiencia de conciliación fallida entre las partes en contienda en el 
juicio ordinario, durante su trámite, como consta en el acta leíble a folio 50 
del expediente, según la cual la audiencia se celebró ante la Procuraduría 
30 Judicial II para asuntos administrativos, el 22 de mayo de 2009. 
 
En otras palabras, como el requisito que echa de menos el Juez de la causa 
fue subsanado antes de finalizar la actuación judicial, en tanto esta se 
presentó al despacho incluso durante el término de ejecutoria del auto que 
rechazó la demanda, según lo reconoce el propio Juez, es posible continuar 
el proceso por haber fallido el intento conciliatorio. 
 
En ese orden de ideas, impedir al demandante acceder al aparato 
jurisdiccional por la inexistencia de un requisito que actualmente se 
encuentra acreditado, no cumple con el mandato superior de la prevalencia 
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del derecho sustancial frente al material15, que no es otra cosa que la 
adecuación e interpretación de la norma procesal con miras a la efectividad 
de los derechos sustanciales de los administrados. Jurisprudencialmente se 
ha indicado que tal interpretación debe efectuarse “en el sentido que resulte 
más favorable al logro y realización del derecho sustancial, consultando en 
todo caso el verdadero espíritu y finalidad de la ley”16.”17 
 

Visto lo anterior, considera la Sala que tampoco es de recibo el argumento 

expuesto por el A quo, ya que aunque la situación fáctica en el precedente citado 

varía en relación con el presente caso, el análisis realizado por la Sala sobre la 

posibilidad de subsanar el cumplimiento del requisito de procedibilidad resulta 

aplicable para el caso bajo estudio, pues su fundamento recae en la aplicación de 

los principios de prevalencia del derecho sustancial sobre el material y al acceso a 

la administración de justicia. 

 

De acuerdo a lo expuesto, se revocará la sentencia proferida por la Sección 

Primera del Consejo de Estado, objeto de impugnación; y en su lugar, se 

concederá el amparo del derecho al acceso a la administración de justicia 

solicitado por la sociedad Porvenir Business Inc., a través de apoderada judicial. 

En consecuencia, se dejará sin efectos la actuación surtida dentro del proceso de 

nulidad y restablecimiento del derecho adelantado por la hoy accionante contra la 

Superintendencia de Sociedades, a partir del auto de 25 de julio de 2011, 

inclusive, dictado por el Juzgado Sexto Administrativo de Bogotá, mediante el cual 

se rechazó de plano la demanda; y se ordenará al mencionado Despacho que 

estudie la admisibilidad de la demanda teniendo en cuenta lo hasta aquí expuesto. 

 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sección Segunda, Subsección “B”, administrando justicia en 

nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

 

                                                 
15 Artículo 228 de la Constitución Política: “La Administración de Justicia es función pública. Sus decisiones son 
independientes. Las actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que establezca la ley y en 
ellas prevalecerá el derecho sustancial. (…)” [Resaltado fuera de texto]. 
16 Corte Constitucional. Sentencia C-426 de 2002. M.P. Rodrigo Escobar Gil. 
17 Consejo de Estado. Sección Segunda, Subsección A. Sentencia del 6 de abril de 2010. Radicado: 05001-23-31-
000-2010-00002-01. M. P.: Dr. Luis Rafael Vergara Quintero. 
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F A L L A 

 

Primero: REVÓCASE la sentencia proferida el 6 de septiembre de 2012 por la 

Sección Primera del Consejo de Estado, mediante la cual se denegó por 

improcedente el amparo solicitado. En su lugar se dispone: 

 

TUTÉLASE el derecho a la administración de justicia invocado por la sociedad 

Porvenir Business Inc., mediante apoderada judicial, por las razones indicadas en 

la parte motiva de esta providencia. 

 

Segundo: DÉJASE sin efectos las actuaciones surtidas dentro del proceso de 

nulidad y restablecimiento del derecho iniciado por Porvenir Business Inc. contra la 

Superintendencia de Sociedades dentro del expediente con radicación 2011-

00115-00, a partir del auto de 25 de julio de 2011, inclusive, dictado por el 

Juzgado Sexto Administrativo de Bogotá. 

 

Tercero: ORDÉNASE al Juzgado Sexto Administrativo de Bogotá, estudiar 

nuevamente la admisibilidad de la demanda, dentro del término de 5 días 

contados a partir de la notificación de la presente providencia, teniendo en cuenta 

las consideraciones realizadas en la parte motiva de esta providencia. 

 

Notifíquese en legal forma a las partes. 

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 

Remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. Envíese copia de 

esta providencia al Tribunal de origen. 

 

Discutida y aprobada en sesión de la fecha.  
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GERARDO ARENAS MONSALVE 

 

 

 

 

BERTHA LUCÍA RAMÍREZ DE PÁEZ 

 

 

 

 

VÍCTOR HERNANDO ALVARADO ARDILA 
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